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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 453/2023-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 453/2023-3 promovido por **********contra actos de la Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con veintisiete de abril de dos mil veintitrés, compareció ********** señalando como autoridad demandada al Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad de los siguientes actos: 
La resolución contenida en el oficio **********, de fecha ********** emitida por el Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; quien resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal **********
II.- Por auto de fecha  tres de mayo de dos mil veintitrés,  se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha veintiuno de junio de dos mil veintitrés, se  tuvo a la autoridad demandada, por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas; y se fijó  fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.-  Con fecha  trece de julio de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con los actos impugnados que fueron presentados por las demandadas en su escrito de contestación visibles en fojas 6 a la 8 y 17 de este sumario.
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien compareció en representación de la demandada, quedo acreditada a través del nombramiento expedido a su favor que obra a foja 39 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: del escrito inicial de demanda, lo constituye la Resolución contenida en el oficio SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0141/2023, de fecha 25 de enero de 2023, emitida por el Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; que  resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal ********** que constituye el acto impugnado, visibles en fojas 6 a la 8 y 17 de este sumario.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra a fojas 32 a la 34 de este sumario, no opuso excepciones y defensas, señalando que el acto impugnado fue emitido debidamente fundado y motivado.  Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 2 a la 5 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan.
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquéllos que permitan declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; por lo que, el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquéllos que le otorguen mayor beneficio.
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Apoya lo antes dicho la Tesis Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito, Registro 2011406, Décima Época,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo  del único concepto de impugnación que hace valer el actor en su escrito de demanda, el cual se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Señalándose que el concepto de impugnación se analizará a la luz del Principio de Litis Abierta, atentos a lo dispuesto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado; en cuyo caso, con relación a dicho principio e interpretación, en el juicio contencioso administrativo local, debe entenderse que la parte actora puede formular conceptos de impugnación en contra de la resolución del recurso de Revocación y de los actos recurridos contra la sentencia que origen y materia del recurso de revocación, aunque parezcan novedosos; habida cuenta que, el principio de litis abierta es una institución que permite la libre expresión de argumentos en el juicio contencioso administrativo, inclusive de los no planteados en el recurso administrativo, lo que implica, además, que pueda señalarse como acto impugnado, simultáneamente a la resolución recaída al recurso, la recurrida en sede administrativa. Y además, lo expuesto en los conceptos de impugnación, debe concatenarse con lo expresado en cualquier apartado de su escrito de demanda, con el objeto de realizar su estudio integral y ubicar la causa de pedir, numeral que a la letra refiere: 

“Artículo 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código. 

“A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

“Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

“Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”

[Énfasis añadido]
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:

“UNICO.- (…).”
“…En la resolución impugnada, (…), sin embargo omitió exponer los motivos o los razonamientos lógicos jurídicos con los cuales arriba a tal conclusión, lo que deja al actor en completo estado de indefensión.”

“…Ahora bien, es evidente que en el presente caso, la demandada pretende mejorar la resolución crediticia ante ella impugnada, al introducir argumentos como los señalados en los dos párrafos que anteceden, pues el motivo por el cual  la exactora determino las multas a cargo del ahora actor, es por el hecho de la OMISON DE LAS DECLARACIONES Y FORMULARIOS DE PAGO, del impuesto que se indica y que corresponde a los meses que ahí se observan.”

“…Por lo tanto, la demandada reconoce que el ahora actor, demostró haber cumplido con cada una de las obligaciones fiscales citadas en el oficio crediticio, razón por la cual, queda desvirtuado el argumento de la exactora, en el sentido de que sustento como argumento, que el entonces recurrente, omitió presentar las declaraciones y formularios de pago, situación que hace que se actualice la hipótesis contenida en el artículo 153 fracción I del Código Fiscal (…).”

La norma legal  en consulta, precisa como hipótesis, no presentar las declaraciones, lo cual establece de modo claro, que se considera infracción, no presentar las declaraciones, en cambio, en el motivo invocado por la autoridad en el cuerpo de la resolución crediticia, señala que determina las multas por la omisión de las declaraciones  o formularios de pago,  es decir, el argumento resulta impreciso , ambiguo e incluso inatendible, situación que demuestra la falta de fundamentación y motivación en el acto impugnado, por lo que en este orden de ideas, lo procedente es que se declare la nulidad lisa y llana.”
“…En el caso particular, el actor cumplió con la presentación de las obligaciones fiscales a su cargo, por lo que de ningún modo se puede sustentar por parte de la autoridad, que se esté en presencia de un incumplimiento u omisión, razón por la cual, lo procedente es que se dicte sentencia en la que se declare la ilegalidad de ambas resoluciones…”
“Así las cosas, se consagra el principio de tipicidad, referido (…).”

Concepto de impugnación que resulta fundado.

Lo anterior es así, toda vez, que la autoridad demandada, al dictar la Resolución de fecha **********, relativa al Recurso de Revocación administrativa, contenida en el Oficio No. SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0141/2023, emitida por el Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; en la cual resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal ********** omite analizar con profundidad y circunstanciadamente el único agravio expuesto por el recurrente, en lo relativo a lo que argumentó en su escrito de interposición del recurso, respecto de que existe indebida fundamentación y motivación en la imposición de las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal **********, ya que se determina y ubica como  conducta infractora la OMISION de las declaraciones y formularios de pago de los meses observados, cuando cumplió con la presentación de las obligaciones fiscales a su cargo, por lo que no se encuentra fundado y motivado.

Argumentos que señala como agravios el hoy actor en el escrito de Interposición del Recurso de Revocación, el cual se puede analizar por esta Sala Unitaria al ofrecido por el accionante en su escrito de demanda visible en fojas 11 a la 14 de este sumario, que tiene valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en él,  conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En ese tenor, se desprende del texto del acto impugnado consistente en la Resolución contenida en el oficio SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0141/2023, de fecha 25 de enero de 2023, emitida por el Director General de Ingresos de Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; que  resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal ********** que constituye el acto impugnado, visibles en fojas 6 a la 8 y 17 de este sumario, en su  Considerando, que la autoridad demandada si bien hizo pronunciamiento con relación a lo que argumentó el actor respecto de la motivación que se hizo constar en el crédito fiscal ********** del **********, señalando que la omisión del accionante consistió en no presentar las declaraciones de los meses de septiembre, octubre, noviembre y diciembre del 2018, también lo es, que afirma y reconoce en base en el análisis de las impresiones de las  hojas de ayuda para la declaración normal de pago del impuesto sobre Erogaciones por Remuneración al trabajo y los recibos de pago se aprecian que la fecha de elaboración, que cita, que existen pagos que se efectuaron por el accionante después de serle notificado el requerimiento de autoridad y después de notificarse la resolución del crédito fiscal ********** del **********
Lo cual genera que exista contradicción y ambigüedad en su determinación, porque no puede sostener  la misma conducta infractora bajo dos supuestos totalmente opuestos que no pueden coexistir, al tratarse de dos hipótesis distintas, una consistente en abstención y otro de realización; que son; a) la existencia de la  omisión de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, y b) y la existencia pagos que se efectuaron por el accionante después de serle notificado el requerimiento de autoridad y después de notificarse la resolución del crédito fiscal ********** de ahí la indebida fundamentación y motivación del acto impugnado.

Ya que para resolver el recurso interpuesto debió atender al análisis de única la conducta infractora por la cual se le impuso la multa y la sanción  y que se hizo constar la determinación del crédito fiscal **********siendo la OMISIÓN de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, es decir, debió abocarse al examen si existió la omisión por parte del actor en la presentación de la declaración y formulario de pago respecto de los meses que se indican en dicha determinación, lo cual no ocurrió.
 Ya que se aprecia del análisis efectuado a la resolución impugnada, contenida en el documento determinante del crédito fiscal motivo del Recurso de Revocación, que en el mismo se impuso a la parte actora diversas multas por concepto de la omisión por requerimiento de autoridad, de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente; y se le aplicó una sanción económica con los siguientes motivos y fundamentos:

La demandada en el acto impugnado en su apartado relativo a la motivación  señala lo siguiente:

"Se determinó multa por la OMISIÓN de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) toda vez que previamente a la presentación del mismo, fue requerido mediante requerimiento de Autoridad número (…)."
(Lo resaltado es nuestro)

Así mismo, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta la infracción, el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“Articulo 153.- "Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

“I. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;.."

(lo resaltado es nuestro)

Ahora bien, del precepto legal que funda la infracción para la imposición de multas, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes conductas: 

1.- No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales,
 2.- Presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores.

Por lo que tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer al actor una sanción de multa, respecto de cada uno de los períodos que se contienen en la resolución combatida, precisando al efecto en la Motivación, que la multa se determinó por una OMISIÓN de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, lo cual comprende el primero de los supuestos establecidos en el numeral 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, ambos totalmente distintos y contradictorios, pues  se refiere a la omisión de la declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, lo cual significa una abstención de hacer. 
Ahora bien, el fundamento expuesto con motivo de la infracción (artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado) comprende diversos supuestos de infracción relativos al pago de contribuciones, como son:

1. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o
2. presentarlos extemporáneamente, o
3. incompletos  o
4. con errores.
Como se ve, dicho precepto legal denota una conjunción disyuntiva que desune o separa cada uno de los supuestos que prevé dicha norma, generando hipótesis de infracción autónomas. 

Por tanto, es menester precisar que la "o" se conceptualiza en términos del Diccionario de la real Academia Española de la Lengua de la siguiente manera: (Del lat. aut).

"1. Conj.disyunt. Denota diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas." 
Conforme a lo anterior, tenemos que "o" significa una conjunción disyuntiva, con la que se indica diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas.

En este sentido, es advertirse como lo refiere el actor, que la autoridad demandada en el crédito fiscal, especificó de manera concreta cuál de los supuestos de infracción se adecuaba a la conducta atribuida al contribuyente, que fue una omisión que encuadra en el supuesto de la infracción relativo al pago de contribuciones de “No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales”.
En ese orden de ideas, y atendiendo al principio de tipicidad, si el dispositivo legal en el que fundamenta la infracción la emisora, lo es el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción.
En ese orden de ideas, y atendiendo al principio de tipicidad, si el dispositivo legal en el que fundamenta la infracción la emisora, lo es el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción; lo anterior es así, en tanto que el principio de tipicidad se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inequívoca de la infracción, y supone en todo caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones, por lo tanto, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la autoridad debe acreditar en su resolución que la conducta realizada por el afectado encuadra exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, como lo ha sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia de la Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Fuente:, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006 , Página: 1667, que dice: 
“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”
Por lo que tomando en consideración la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, la autoridad demandada se encontraba obligada a motivar la conducta infractora acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, que en este caso lo constituye la omisión de presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, lo cual no ocurrió.

Ya que del texto integral de la resolución impugnada, se tiene que la propia autoridad reconoce en el apartado de “Considerando” que el accionante efectuó el pago de las declaraciones o formularios de pago, señalando que lo hizo con posterioridad al requerimiento que se le efectuó, que por lo tanto no es verdad que no incumplió, y que de esos recibos bancarios que son los únicos legibles, sin que se pueda establecer una clara relación que permita establecer que tales pagos son los relativos a los meses que le fueron requeridos, advirtiéndose en su determinación que existe ambigüedad y contradicción en sus afirmaciones; sin embargo de ella se puede sostener que reconoce hizo pagos relativos a esas multas, lo que conlleva que no exista la conducta infractora por la que se le impone la multa y que fue motivo de la sanción, que fue la omisión de presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, aunado a que no entra al estudio de la motivación que refiere como conducta infractora en el crédito fiscal en análisis, siendo omisa en establecer de forma clara y precisa con fundamentos legales, de dichas afirmaciones pues no establece la normatividad y las circunstancias jurídicas en que funda su la confirmación del crédito fiscal **********.
En ese contexto, resulta ilegal que la autoridad demandada confirme el Crédito fiscal **********, señalado que por que los pagos que efectuó el accionante que fueron el 09 de agosto de 2018, al ser posterior al ejercicio de facultades de la autoridad;  lo que genera se trate de un pago extemporáneo por parte del actor, porque dicha afirmación en el caso que se analiza no se adecua esa conducta atribuida al contribuyente, siendo que no se estableció en ese crédito fiscal como conducta infractora la segunda hipótesis a que refiere el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, de presentar extemporáneamente, o incompletos  o con errores, las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, sino únicamente  la primera hipótesis de “No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales”, que constituye la omisión.
Omisión que fue desvirtuada por el actor con los recibos que acompaño en el Recurso de Revocación de fecha **********, y por el propio reconocimiento de la propia autoridad demandada antes citadas que obran en el apartado de Considerando de la Resolución de fecha **********.

Bajo esa tesitura debe sostenerse que contrario a lo que afirma la demandada en la resolución dictada en el Recurso de Revocación reclamada, el documento determinante del crédito fiscal en análisis, que motivo el recurso de revocación interpuesto por el actor, se encuentra indebidamente fundada y motivada, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, y en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por tanto resulta ilegal, ya que debió atender a la tipicidad del mismo, como se razono anteriormente, circunstancia que no analizó la autoridad demandada al resolver el acto que ahora se impugna.

Es menester señalarse que en el caso que nos ocupa, al derivar el crédito fiscal reclamado, de un ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, en la que emitió el requerimiento y un crédito fiscal, se debe entender como una  nulidad total no para efectos, ya que no se puede ordenar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución, porque propicia un estado de inseguridad jurídica para el particular afectado con ese acto y una desigualdad de las partes en el juicio al permitir la reposición y perfeccionamiento del acto de molestia pronunciado por una autoridad en perjuicio del particular a quien se le dirige, ya que al darle ese efecto, se estaría obligando a la autoridad a actuar, encontrando nuevos elementos para fundar y motivar debidamente la nueva resolución.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 

Así también es aplicable la Tesis emitida por este Tribunal, publicada en su Obra Conmemorativa, 55 años del Tribunal Fiscal de la Federación, página 667, que a continuación se transcribe: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- CUÁNDO SE SATISFACEN ESTOS REQUISITOS.- Se cumple con estos requisitos cuando los actos de autoridad contengan los datos mínimos necesarios que permitan al particular conocer las razones y los fundamentos legales en que se apoyan, y que le permitan, en un momento dado, formular una defensa adecuada, evitando que quede en estado de indefensión, pues éste es el fin primordial del cumplimiento de la garantía de legalidad exigida por el artículo 16 Constitucional.”

En tal virtud, resulta ilegal, la Resolución contenida en el oficio **********, de fecha 25 de enero de 2023, emitida por el Director General de Ingresos de Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; en la cual resuelve el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución contenida en las multas por infracciones establecidas en el Código fiscal, identificada con el crédito fiscal ********** y en la que confirma el Crédito Fiscal No. **********según se reseñó en párrafos anteriores de este considerando. 
Asimismo, ilegal la Resolución de la Determinación de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal número **********emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el origen del acto impugnado, en virtud de que contiene una indebida fundamentación y motivación por la Autoridad que lo expidió, la cual debe estar en correlación a los fundamentos jurídicos aplicados, conforme a las consideraciones legales expuestas en el presente considerando, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado.

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: a) La Resolución contenida en el oficio **********, de fecha ********** emitida por el Director General de Ingresos de Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, dictada dentro del Recurso de Revocación que interpuso la accionante en contra de la Determinación de Multas en el  crédito fiscal **********; y b) La Resolución de la Determinación de Multas por Infracciones derivadas del Crédito Fiscal número **********, relativo al requerimiento  **********, emitido por el  Director General de Ingresos de las Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado; y por consecuencia la NULIDAD TOTAL; dejándolo sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerandos Sexto de esta sentencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, decretándose la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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